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Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González, el Juez 

Rivera Colón y la Jueza Surén Fuentes. 
 

Rivera Colón, Juez Ponente 
 
 

 

 

 
SENTENCIA 

 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparece el señor Jonathan Figueroa Collazo (Sr. Figueroa 

Collazo) mediante el presente recurso de certiorari y solicita que 

revoquemos la Resolución emitida el 15 de junio de 2016 y 

notificada al día siguiente por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Coamo (TPI).  En lo concerniente el Foro a quo 

dispuso lo siguiente:   

 
. . . . . . . . 

 
Habida cuenta de que la mera inobservancia del 
término no constituye una violación a la Regla 64 
(n) de Procedimiento Criminal, supra, este Tribunal 
ratifica la denegación de la solicitud de 
desestimación del 14 de junio de 2016.  El juicio 
en su fondo está señalado para el 12 de julio de 
2016.  
 

. . . . . . . . 
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Examinada la comparecencia de las partes1, la totalidad del 

expediente, así como el estado de derecho aplicable, procedemos a 

resolver el presente caso mediante los fundamentos que 

expondremos a continuación. 

-I- 

Por hechos ocurridos el 17 de julio de 2016 en Coamo Puerto 

Rico, se presentaron dos denuncias en contra del Sr. Figueroa 

Collazo por infracción al Art. 3.23 y 7.02 de la Ley Núm. 22-2000, 

9 LPRA secs. 5073 y 5202. 

El 12 de agosto de 2015, se determinó causa probable para 

arresto en contra del peticionario por la infracción al Art. 7.02 de 

la Ley Núm. 22, supra.  El juicio fue señalado para el 6 de octubre 

de 2015 el cual tuvo que ser re-señalado para el 2 de febrero de 

2016 debido a que el peticionario se presentó sin representación 

legal.  

El 13 de octubre de 2015 el Sr. Figueroa Collazo compareció 

a través del Lcdo. Pedro Rosario Pérez, quien presentó una moción 

al amparo de la Regla 95 de las Reglas de Procedimiento Criminal, 

34 LPRA Ap. II, R. 95.  

El 2 de febrero de 2016 el Ministerio Público le entregó al 

peticionario en corte abierta la prueba solicitada.  El juicio no pudo 

celebrarse toda vez que el Químico del Departamento de Salud, 

testigo de cargo, no estuvo presente.  Por lo cual el juicio tuvo que 

ser re-señalado, sin objeción del peticionario, para el 1 de marzo de 

2016.  El 3 de febrero de 2016 y notificada el 11 de igual mes y 

año, el TPI emitió una Orden a los fines de informar que los casos 

de embriaguez estarían atendiendo el segundo martes de cada 

mes.  Ello, debido a que el Químico había sido enlistado en el 

                                                 
1 El 1 de julio de 2016 emitimos una Resolución en la cual se le concedió 

término a la Oficina de la Procuradora General para que expusiera su posición 
en cuanto a los méritos del presente recurso de certiorari.  A esos fines, el 11 de 

julio de 2016 la parte recurrida compareció mediante un “Escrito en 

Cumplimiento de Orden”.    
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ejército y el sustituto solamente podría comparecer al Tribunal los 

segundos martes de cada mes.  Siendo ello así, la vista señalada 

para el 1 de marzo de 2016 tuvo que ser recalendarizada para el 8 

de marzo de 2016.  El 19 de febrero de 2016 el peticionario instó 

una moción mediante la cual reclamó un turno posterior para la 

vista señalada el 8 de marzo de 2016 a las 1:30pm.  

Llegado el día para la celebración del juicio el 8 de marzo de 

2016, el Ministerio Público compareció preparado para el juicio con 

su prueba de cargo que incluía al agente Luis Martínez y al 

Químico sustituto, el señor Luis Rosario (Sr. Rosario).  El Sr. 

Figueroa Collazo indicó que tenía un planteamiento de derecho 

sobre el testimonio del señor Químico y además que el caso estaba 

fuera de los términos de juicio rápido.  A esos efectos, el Foro de 

Instancia le concedió 30 días al peticionario para que expusiera su 

posición por escrito y 15 días al Ministerio Público para que 

replicara. El juicio fue re-señalado para el 14 de junio de 2016.  

El 29 de marzo de 2016 el Sr. Figueroa Collazo presentó una 

moción de desestimación en la cual alegó que la sustitución del 

Químico violentaba su derecho a la confrontación.  También invocó 

violación a los términos de juicio rápido.  Por su parte, el 9 de 

mayo de 2016 el Ministerio Público replicó. 

El 16 de mayo de 2016 y notificada el 19 de igual mes y año 

el Foro de Instancia declaró No Ha Lugar la moción de 

desestimación.  Surge del expediente que el peticionario no solicitó 

reconsideración ni recurrió del referido dictamen.  

El 14 de junio de 2016, llegado el día del juicio, el Sr. 

Rosario no compareció.  Éste se había comunicado el día antes con 

el TPI para indicar que su suegra había fallecido y que en dicha 

fecha sería el sepelio.  El peticionario, esta vez en corte abierta, 

solicitó la desestimación por alegada violación al derecho a juicio 

rápido.  Luego de escuchar los planteamientos de las partes, el 
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Foro de Instancia denegó la solicitud de desestimación.  Así, el 

juicio fue re-señalado para el 12 de julio de 2016.  

Así las cosas, el 15 de julio de 2016 el Tribunal de Instancia 

dictó una Resolución y dispuso lo siguiente:   

. . . . . . . . 
 

Habida cuenta de que la mera inobservancia del 
término no constituye una violación a la Regla 64 
(n) de Procedimiento Criminal, supra, este Tribunal 
ratifica la denegación de la solicitud de 
desestimación del 14 de junio de 2016.  El juicio 

en su fondo está señalado para el 12 de julio de 
2016.  
 

. . . . . . . . 
 

No conteste con lo anterior, el 1 de julio de 2016 el Sr. 

Figueroa Collazo compareció ante este Tribunal de Apelaciones y 

esbozó el siguiente señalamiento de error: 

Erró el Tribunal apelado al denegar la solicitud de 
desestimación amparado en que el largo término 
transcurrido sin la celebración de juicio al peticionario 
constituye una mera inobservancia del término que no 
viola la Regla 64(n) de las de Procedimiento Criminal en 
contravención del derecho a juicio rápido que cobija a 
todo imputado de delito.  
 
A su vez, acompañó la presente petición de certiorari con una 

“Moción en Auxilio de Jurisdicción”, la cual posteriormente fue 

desistida por el peticionario.   

El 12 de julio de 2016 el Tribunal de Instancia expresó que 

el peticionario había presentado una petición de certiorari ante el 

Tribunal de Apelaciones, por lo que se abstuvo de intervenir en el 

presente caso.  Ante ello, señaló el juicio en su fondo para el 13 de 

septiembre de 2016.  

-II- 

El derecho a un juicio rápido está consagrado en el Art. II 

Secc. 11 de la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico, 1 LPRA. Art. II, Sec. 11.  Pueblo v. García Colón I, 182 DPR 

129, a las págs. 140-141 (2011).  Este derecho cobra vigencia 

desde que el imputado de delito es detenido o está sujeto a 
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responder.  Pueblo v. Cartagena Fuentes, 152 DPR 243, a la pág. 

248 (2000).  Un ciudadano queda “sujeto a responder” (held to 

answer) por la comisión de un delito desde el momento en que un 

juez determina causa probable para arrestar, citar o detener a 

dicho ciudadano.  Pueblo v. Guzmán, 161 DPR 137, a las págs. 

152-153 (2004).  Esto incluye, cuando el estado pone en 

movimiento su mecanismo procesal, exponiendo al acusado a una 

convicción.  Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, a las págs. 

569-570 (2009).  De esta forma se procura proteger al acusado en 

cuanto a su detención opresiva, minimizar sus ansiedades y 

preocupaciones, y reducir las posibilidades de que su defensa se 

afecte.  Pueblo v. Valdés et al., 155 DPR 781, a la pág. 789 (2001). 

Este derecho requiere tomar en cuenta las circunstancias 

que rodean cada reclamo, ya que el derecho a juicio rápido puede 

ser compatible con cierta tardanza o demora.  Pueblo v. De Jesús 

Rivera, 157 DPR 136, a la pág. 146 (2002).  Su carácter es variable 

y flexible.  Por lo tanto, al determinar una violación a tal derecho, 

no estamos ante un ejercicio de “tiesa aritmética”, en el que la 

inobservancia del término, por sí sola, constituye una violación al 

derecho a juicio rápido o conlleva la desestimación de la denuncia 

o la acusación.  Pueblo v. Candelaria, 148 DPR 591, a las págs. 

597-598 (1999).  La pesquisa de si se ha infringido o no el derecho 

a juicio rápido de un acusado no debe descansar en una regla 

inflexible adherida a medidas de calendario que impida la 

ponderación de todos los intereses en juego.  Pueblo v. Ramos 

Álvarez, 118 DPR 782, a la pág. 791 (1987).  El enfoque es más 

bien de tipo pragmático y responde a la naturaleza inherente de la 

dinámica del derecho a juicio rápido.  Pueblo v. Rivera Arroyo, 120 

DPR 114, a la pág. 118 (1987).     

Cónsono con lo anterior, el legislador puertorriqueño 

instrumentó en la Regla 64(n) de las Reglas de Procedimiento 
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Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 64(n), unos términos razonables que 

rigen el alcance del referido precepto a lo largo de las distintas 

fases del procedimiento penal.  Por ello, el derecho a juicio rápido 

no se circunscribe sólo al acto del juicio; se extiende para abarcar 

todas las etapas en progresión gradual desde la imputación inicial 

de delito.  Véase: Pueblo v. García Vega, 186 DPR 592, a la pág. 

606 (2012); Pueblo v. Opio Opio, 104 DPR 165, a la pág. 169 

(1975).  Del mencionado estatuto surgen varios términos que 

corren simultáneamente partiendo del momento del arresto o de la 

detención del imputado, para la presentación de la acusación en 

los casos graves, así como para la celebración de la vista 

preliminar, de acuerdo a la condición procesal del acusado.  Pueblo 

v. Cartagena Fuentes, supra, a la pág. 249. 

En lo pertinente al caso que nos ocupa, la Regla 64(n)(4) de 

las Reglas de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 64(n)(4), 

encargada de regular el término para juicio rápido, dispone que se 

puede solicitar la desestimación de una acusación o denuncia 

cuando: 

.      .      .      .      .       .       .      . 
 
(n) Que existen una o varias de las siguientes 
circunstancias, a no ser que se demuestre justa 

causa para la demora o a menos que la demora 
para someter el caso a juicio se deba a la 

solicitud del acusado o a su consentimiento:   

 
.      .      .      .      .       .       .      . 

 
(4) Que el acusado no fue sometido a juicio dentro de los 
ciento veinte (120) días siguientes a la presentación de 
la acusación o denuncia.   
 

.      .      .      .      .       .       .      . 
 
(Énfasis nuestro).  

 
La determinación de lo que constituye justa causa para 

la dilación bajo la 64(n) de las Reglas de Procedimiento Criminal, 

supra, se efectúa haciendo una evaluación de la totalidad de 

las circunstancias de cada caso y bajo los parámetros de 
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razonabilidad.  Pueblo v. Guzmán, supra, a la pág. 156; Pueblo v. 

Valdés et al., supra, a las págs. 790–791.  Debe tenerse presente 

que “las demoras institucionales, que, de ordinario, son 

imputables al „Estado‟ y las cuales no tienen de forma alguna el 

propósito de perjudicar a la persona imputada o acusada, serán 

tratadas con menos rigurosidad que las intencionales, cuyo fin es 

entorpecer la defensa del imputado”.  Id., a la pág. 793. 

El Tribunal Supremo delimitó cuatro criterios que deben ser 

examinados por el tribunal a la hora de evaluar las reclamaciones 

sobre violación al derecho a juicio rápido, a saber: (1) la duración 

de la tardanza; (2) las razones para la dilación; (3) si el acusado 

invocó oportunamente el derecho a juicio rápido, y (4) el perjuicio 

resultante de la tardanza.  Pueblo v. García Colón I, supra, a las 

págs. 143-144.   

Al momento de evaluar estos criterios y otorgarle el valor a 

cada uno de ellos, dependerá de las circunstancias relevantes que 

el tribunal tiene ante sí.  Pueblo v. Valdés et al., supra, a la pág. 

792.  Esto es, hacer una distinción entre las actuaciones dilatorias 

intencionales, cuyo fin sea entorpecer la defensa del imputado, 

provocarán un examen de mayor rigurosidad que aquellas 

actuaciones no intencionales originadas por fuerza mayor, 

negligencia ordinaria de los funcionarios del Estado o por demoras 

institucionales.  Pueblo v. García Colón I, supra, a la pág. 144.  La 

demora en exceso de los términos establecidos en la Regla 64(n) de 

las Reglas de Procedimiento Criminal, supra, tendrá como único 

efecto activar el crisol evaluativo de los cuatro criterios 

mencionados.  Por lo que el remedio extremo de la desestimación 

de la denuncia o acusación únicamente debe concederse una vez 

se haya realizado un análisis ponderado del balance de dichos 

criterios.  Pueblo v. García Colón I, supra, a la pág. 143; Pueblo v. 
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Rivera Santiago, supra, págs. 574-575; Pueblo v. Valdés et al., 

supra, a la pág. 792. 

El más alto Foro judicial ha resuelto que “cuando la 

suspensión de la vista preliminar o del juicio es por justa 

causa o imputable al acusado, en uno y otro caso dichos 

términos comienzan a decursar desde la fecha en que 

estuvieran tales vistas señaladas.”  Pueblo v. Cartagena Fuentes, 

supra, a la pág. 252.  (Énfasis nuestro).   

 
-III- 

El Sr. Figueroa Collazo plantea que el Foro de Instancia 

incidió al declarar No Ha Lugar su moción de desestimación 

basada en la alegada violación a los términos de juicio rápido al 

amparo de la Regla 64(n)(4) de las Reglas de Procedimiento 

Criminal, supra.  

Los términos dispuestos en la Regla 64(n) de las Reglas 

de Procedimiento Criminal, supra, no son fatales.  Pueblo v. 

Carrión, 159 DPR 633, a la pág. 639 (2003).  Los mismos pueden 

ser variados por justa causa, por demora atribuible al acusado 

o si éste consiente a ella.  Por ello, el término de juicio rápido "es 

un concepto constitucional cuyo contenido no está del todo 

determinado, es en parte, variable y flexible, capaz de 

ajustarse a las exigencias de cada caso".  Pueblo v. García Vega, 

supra, a la pág. 609.  (Énfasis nuestro).   

Al recapitular los hechos del presente caso, notamos que el 

juicio fue inicialmente señalado para el 6 de octubre de 2015, sin 

embargo, el mismo tuvo que ser re-señalado para el 2 de febrero de 

2016 toda vez que el peticionario compareció sin 

representación legal.   

El 2 de febrero de 2016 el juicio no pudo celebrarse debido a 

que el Químico del Departamento de Salud, testigo de cargo, no 
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estuvo presente.  Por lo cual, el juicio tuvo que ser re-señalado, sin 

objeción del peticionario, para el 1 de marzo de 2016.   

Es menester reseñar, que el 3 de febrero de 2016 el TPI 

emitió una Orden a los fines de informar que los casos de 

embriaguez se estarían atendiendo el segundo martes de cada mes, 

debido a que el Químico asignado al caso había sido enlistado en el 

ejército y el Sr. Rosario solamente podría comparecer al Tribunal 

los segundos martes de cada mes.  Siendo ello así, la vista 

señalada para el 1 de marzo de 2016 tuvo que ser recalendarizada 

para el 8 de marzo de 2016.  Este re-señalamiento no intentó, de 

manera alguna, perjudicar la defensa del peticionario.  La misma 

obedeció a que el Departamento de Salud carece de Químicos 

suficientes que asistan con regularidad a todas las Regiones 

Judiciales, lo cual efectivamente está fuera del alcance del 

Ministerio Público.  Sin lugar a dudas, tal demora institucional 

constituye justa causa, ya que al TPI no le quedaba otra 

alternativa que atender el presente caso de embriaguez el segundo 

martes del mes (8 de marzo de 2016) puesto que para esa fecha era 

que estaría disponible el Sr. Rosario como testigo de cargo.  Nótese 

que el peticionario no presentó objeción alguna, sino que instó 

una moción mediante la cual reclamó un turno posterior a las 

1:30pm para la vista señalada el 8 de marzo de 2016.  

El 8 de marzo de 2016, llegado el día para la celebración del 

juicio, el Ministerio Público compareció con su prueba de cargo 

que incluía al agente Luis Martínez y Sr. Rosario.  El Sr. Figueroa 

Collazo indicó que tenía un planteamiento de derecho sobre el 

testimonio del señor químico, y planteó que el caso estaba fuera de 

los términos de juicio rápido.  A esos fines, el Foro de Instancia le 

concedió 30 días al peticionario para que expusiera su posición por 

escrito y 15 días al Ministerio Público para que replicara.  

Adviértase que ese día el Ministerio Público estaba preparado con 
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su prueba de cargo para el inicio del juicio, por lo que dicho re-

señalamiento fue provocado por el peticionario.  Siendo ello así, los 

términos de juicio rápido comenzaron nuevamente a transcurrir a 

partir de ese día, el 8 de marzo de 2016.  El juicio fue re-señalado 

para el 14 de junio de 2016.   

Así las cosas, el 14 de junio de 2016 al llamarse el caso 

nuevamente para juicio, el Sr. Rosario no compareció.  Éste se 

comunicó el día antes con el TPI para indicar que su suegra había 

fallecido y que en esa fecha sería el sepelio.  Evidentemente, dicha 

situación la cual no es imputable al Ministerio Público, constituye 

justa causa.   

Como hemos visto, la demora para la celebración del juicio, 

no se debió a la falta de diligencia del Ministerio Público, mucho 

menos fue una intencional u opresiva.  La misma es atribuible al 

propio Sr. Figueroa Collazo y a situaciones que, luego de evaluar la 

totalidad de las circunstancias de este caso en particular, 

constituyen justa causa. 

Sostenemos que el remedio extremo de la desestimación solo 

debe concederse luego de un ponderado análisis de todas las 

circunstancias del caso, así como de los criterios pormenorizados 

anteriormente.  Reiteramos que la mera inobservancia del término, 

sin más, no necesariamente constituye una violación al derecho a 

juicio rápido ni conlleva la desestimación de la denuncia, pues los 

términos dispuestos en la Regla 64(n) de las Reglas de 

Procedimiento Criminal, supra, no son fatales, por lo que se 

pueden extender por justa causa examinando la totalidad de las 

circunstancias de cada caso bajo los parámetros de la 

razonabilidad.  Pueblo v. Carrión, supra; Pueblo v. Guzmán, supra, 

a la pág. 156. 

En el caso ante nuestra consideración no ocurrió violación al 

derecho a juicio rápido, ni al debido proceso de ley que cobija a la 
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parte recurrida. Resolvemos que procede confirmar la 

determinación del TPI denegando la solicitud de desestimación.   

 
-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, expedimos el presente 

auto de certiorari y confirmamos la Resolución emitida el 15 de 

junio de 2016 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior 

de Coamo.  Se devuelve el presente caso ante dicho Foro para la 

continuación de los procedimientos conforme lo aquí resuelto.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

El Juez Piñero González disiente con opinión escrita. 
 
 

 
 

 

                                               Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                        Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


